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PROCESO TUTELA PRIMERA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 08001-3153-003-2024-00023-00 

ACCIONANTE: ADRIANA YEPES CAMPO CC 1042440486 actuando como agente oficioso del 

señor BENIGNO YEPES DOMÍNGUEZ 

ACCIONADO: JUZGADO CATORCE (14) CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA 

DERECHO: DEBIDO PROCESO 

 

Barranquilla, nueve (09) de febrero de dos mil veinticuatro (2024)  

 

I. ASUNTO A TRATAR 

 

Corresponde a este despacho pronunciarse sobre la acción constitucional instaurada por la 

señora: ADRIANA YEPES CAMPO CC 1042440486 actuando como agente oficioso del señor 

BENIGNO YEPES DOMÍNGUEZ, en contra de JUZGADO CATORCE (14) CIVIL MUNICIPAL 

DE BARRANQUILLA, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido 

proceso. 

 

II. ANTECEDENTES 

 

En el escrito de la tutela, la parte accionante, narra los siguientes hechos que se sintetizan así: 

 

1. La parte accionante señala que el padre BENIGNO YEPES DOMÍNGUEZ, fue 

contratado por el señor: DUBERLEY CASTALO, en su condición de representante 

legal de la sociedad LIGHTS NOW LIMITADA, el día cinco (5) del mes de enero del 

año 1.996. Las actividades encomendadas fueron variadas dependiendo de la 

necesidad de la empresa y dentro de ellas: electricista, instalación de luminarias, 

montaje y desmontaje de los equipos de amplificación como bafles, cables eléctricos, 

y le tocaba levantar equipos pesados. El contrato se convino verbalmente, con un 

horario extendido, lo obligaban a viajar a otros municipios, como Cartagena, 

trabajando día y noche la mayoría de las veces, e incluso a dormir en la bodega de la 

empresa, y las fiestas de cumple años las hacían con los jefes en la bodega y para 

poder cumplir con sus compromisos. 

 

2. El señor BENIGNO YEPES DOMÍNGUEZ, no fue inscrito en una entidad de salud, 

EPS, ARL, ni pensión. El señor DUBERNEY CASTAÑO le ordenó iniciada la 

PANDEMIA al señor BENIGNO YEPES DOMÍNGUEZ que se fuera para su casa con 

el fin de llamarlo posteriormente para que se reintegrara a su trabajo. El señor 

DUBERNEY CASTAÑO, no le pagó los salarios legales al señor BENIGNO YEPES 

DOMÍNGUEZ, y para que fuera atendido por enfermedad, algunas veces le pagó 

directamente los servicios de salud. El señor BENIGNO YEPES DOMÍNGUEZ, sufrió 

un accidente laboral en una de sus manos y al momento de su despido estaba en 

proceso de cirugía. BENIGNO YEPES DOMÍNGUEZ, es iletrado, poco lee y escribe, 

lo que le cuesta trabajo interpretar lo que le coloquen a su vista. Fue citado a la 

Oficina de Trabajo a donde le hicieron firmar unos documentos sin saber leer ni 

escribir. Mi padre BENIGNO YEPES DOMÍNGUEZ, el día 23 de febrero del año 

2.020, presentó derecho de petición a la sociedad LIGHTS NOW LIMITADA, 

recibido mediante factura número 0460007072264, factura electrónica. 
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3. El señor  BENIGNO YEPES DOMÍNGUEZ, presentó petición a la sociedad LIGHTS 

NOW LIMITADA, representada legalmente tal como aparece en el certificado de 

existencia y representación legal señor: DUBERNEY CASTAÑO. El derecho de 

petición lo presentó mediante el doctor EUCLIDES JOSÉ PUELLO SARMIENTO, 

pasados varios meses sin recibir respuesta mi padre BENIGNO YEPES 

DOMÍNGUEZ, se vio obligado presentar ACCIÓN DE TUTELA. Definitivamente 

falla en contra del señor BENIGNO YEPEZ DOMÍNGUEZ. 

 

 

III. PRETENSIONES 

 

Basándose en los fundamentos fácticos expuestos, el accionante pretende que se: “…Pido a su 

señoría se tutele el derecho que nos asiste para acudir a la administración de justicia, se tutele el derecho de 

petición contenido con la tutela, se tutela la violación al debido proceso por la violación del despecho de la 

juez catorce civiles municipales doctora: CARMEN BEATRIZ BARROS LEMUS y el derecho a la vida 

entre otros. …” 

 

IV. PRUEBAS 

 

La parte actora en su escrito tutelar relaciona como anexos los siguientes: 

 

1. Aporto como pruebas copia del expediente Digitado. 

2. Informe del Juzgado Catorce Civil Municipal de Barranquilla. 

 

V. TRÁMITE PROCESAL 

 

La presente acción de tutela se avocó el día veintinueve (29) de enero de dos mil veinticuatro 

(2024), ordenó notificar a las accionadas, y la vinculación de la sociedad LIGHTS NOW 

LIMITADA, al señor DUBERNEY CASTAÑO y el señor BENIGNO YEPES DOMÍNGUEZ, 

debido al interés que pueden tener en el presente trámite, para que rindan un informe sobre los 

hechos depuestos, por cuanto la decisión adoptada dentro puede repercudirlo o afectarlo. 

 

JUZGADO CATORCE CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA, a través de CARMEN 

BEATRIZ BARROS LEMUS, en su calidad de Jueza, indicó: “…Se colige que la parte actora 

presenta acción de tutela contra el Juzgado que regento, comoquiera que se siente inconforme con la 

providencia que desató el incidente de desacato. Ante éste despacho correspondió la acción de tutela con 

radicación 00356-2021, la cual tuvo sentencia favorable para el actor Constitucional, quien presentó 

incidente de desacato, el cual fue resuelto mediante auto de 16 de mayo de 2023. En la decisión que 

resolvió el incidente se dejó por sentado que la contestación ofrecida por la parte accionada atendió la 

solicitud del peticionario y el hecho de que la respuesta haya sido negativa no implica que vulnere el 

derecho de petición del promotor del amparo, es claro que la negativa a su solicitud brinda lugar a que se 

activen acciones judiciales que no pueden ser reemplazadas en la acción Constitucional de tutela. Así las 

cosas, no hay lugar a que se amparen los derechos que invoca el gestor constitucional comoquiera que el 

trámite al interior del incidente de desacato con radicación 00356-2021, no violó derechos fundamentales 

y honró las disposiciones legales para tal fin. se remite el expediente digital de la acción de tutela 00356-

2021, para que obre como prueba dentro de la acción de tutela…” 
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LA SOCIEDAD LIGHTS NOW LIMITADA. a pesar de ser debidamente notificados por el 

micrositio web del despacho,  no  descorrió  el  traslado  conferido  guardando  silencio  frente  

a  los  hechos  que  dieron lugar a la presente acción, que, si bien es cierto que, conforme al 

artículo 20 del decreto 2591 de 1991 se tendrán por ciertos los hechos y se entra a resolver de 

plano, el juzgado considera que es necesario  realizar  otras  averiguaciones  conforme  a  las  

pruebas  aportadas  por  el  accionante,  y pronunciarse de fondo sobre la acción objeto de la 

presente sentencia. 

 

VI. PROBLEMA JURÍDICO 

 

De acuerdo con los antecedentes resumidos anteriormente, corresponde a esta agencia judicial 

determinar: 

 

¿Es procedente la acción contra el JZGADO CATORCE (14) CIVIL MUNICIPAL DE 

BARRANQUILLA, el derecho fundamental al debido proceso, del ciudadano: BENIGNO 

YEPES DOMÍNGUEZ,  por la presunta vulneración del derecho fundamental del debido 

proceso? 

 

VII. COMPETENCIA 

 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 23 y 86 de la Constitución Política y los 

Decretos 2591 de 1.991 y 1382 del 2.000, este despacho es competente para conocer de la 

presente acción de tutela. 

 

VIII. MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

 

El marco constitucional está conformado por los artículos 29, 86 de la Carta Política, Decreto 

2591 de 1991, Sentencia C-590 de 2005. Sentencias SU-103 de 2022, SU-355 de 2020, SU-587 de 

2017 y SU-573 de 2017. Sentencia SU-215 de 2022. Cfr. Sentencias SU-128 de 2021, SU-573 de 

2019 y SU-439 de 2017, entre otras. Sentencia SU-128 de 2021. Sentencia SU-439 de 2017. 

Sentencia SU-128 de 2021. Sentencias SU-573 de 2019 y SU-439 de 2017. , Sentencia SU-213 de 

2022.  SU-061 de 2018, Sentencia SU-191 de 2022.  SU-080 de 2020. Sentencia SU-126 de 2022.  

SU-061 de 2018. Sentencia SU-355 de 2020 y C-590 de 2005. Sentencia C-590 de 2005. Sentencia 

SU-388 de 2021. SU-061 de 2018. 

 

IX. CONSIDERACIONES 

 

La acción de  tutela es un mecanismo concebido por la Constitución de 1991 para la protección 

inmediata de los derechos fundamentales de todas las personas, cuando estos resultaren 

amenazados o vulnerados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de un 

particular, con las características previstas en el inciso final del artículo 86 de la Constitución 

Política la cual constituye una garantía y un mecanismo constitucional de protección, directa, 

inmediata y efectiva, de los derechos fundamentales. 

 

Para la procedencia de este mecanismo tutelar, es necesario que el afectado no disponga de otro 

medio de defensa judicial para hacer valer sus derechos, salvo que se ejerza como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

 

La acción de tutela procede a título subsidiario cuando la protección judicial del derecho 

fundamental no puede plantearse, de manera idónea y eficaz, a través, de un medio judicial 
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ordinario y, en este sentido los medios judiciales ordinarios tienen preferencia sobre la acción 

de tutela. No obstante, la acción de tutela procede como mecanismo transitorio, así exista un 

medio judicial ordinario, cuando ello sea necesario para evitar un perjuicio irremediable. La 

existencia de dichos medios, será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia atendiendo las 

circunstancias en que se encuentra la solicitante. 

 

EL PRESUPUESTO DE SUBSIDIARIEDAD. 

 

De acuerdo con la jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional, en armonía con lo 

dispuesto por los artículos 86 de la Carta Política y 6º del Decreto 2591 de 1991, la acción de 

tutela es un mecanismo judicial, para la protección inmediata de los derechos fundamentales, de 

carácter subsidiario. Ésta procede siempre que en el ordenamiento jurídico no exista otra acción 

idónea y eficaz para la tutela judicial de estos derechos. 

 

En reiterados pronunciamientos de la Corporación, se ha manifestado que no siempre el juez de 

tutela es el primer llamado a proteger los derechos constitucionales, toda vez que su 

competencia es subsidiaria y residual, es decir procede siempre que no exista otro medio de 

defensa judicial de comprobada eficacia, para que cese inmediatamente la vulneración. Sobre el 

particular, en la sentencia T-753 de 2006 la Corte precisó: 

 

“Frente a la necesidad de preservar el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, se ha 

sostenido que aquella es improcedente si quien ha tenido a su disposición las vías judiciales 

ordinarias de defensa, no las utiliza ni oportuna ni adecuadamente, acudiendo en su lugar a la 

acción constitucional. Ello por cuanto que, a la luz de la jurisprudencia pertinente, los recursos 

judiciales ordinarios son verdaderas herramientas de protección de los derechos fundamentales, 

por lo que deben usarse oportunamente para garantizar su vigencia, so pena de convertir en 

improcedente el mecanismo subsidiario que ofrece el artículo 86 superior.” 

 

Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión 

de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 

de 2005, la Corte indicó: 

 

“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a 

ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los 

derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia 

ordinaria de los jueces y tribunales. De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario 

de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de 

los derechos fundamentales, sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos 

legales. Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se 

distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de 

amparo.” 

 

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción 

de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los 

medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley.  

 

No obstante, aun existiendo otros mecanismos de defensa judicial, la jurisprudencia 

constitucional ha admitido que la acción de tutela está llamada a prosperar, cuando se acredita 

que los mismos no son lo suficientemente idóneos para otorgar un amparo integral, o no son lo 

adecuadamente expeditos para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. 
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Así lo sostuvo la Corte en la Sentencia SU-961 de 19991 y reiterado recientemente en la sentencia 

T405-2018, al considerar que: 

 

“En cada caso, el juez está en la obligación de determinar si las acciones disponibles le otorgan 

una protección eficaz y completa a quien la interpone. Si no es así, si los mecanismos ordinarios 

carecen de tales características, el juez puede otorgar el amparo de dos maneras distintas, 

dependiendo de la situación de que se trate.” 

 

La primera posibilidad es que las acciones comunes no sean susceptibles de resolver el problema 

de forma idónea, circunstancia en la cual es procedente conceder la tutela de manera directa, 

como mecanismo de protección definitiva de los derechos fundamentales y la segunda es que, 

por el contrario, “las acciones ordinarias sean lo suficientemente amplias para proveer un remedio 

integral, pero que no sean lo suficientemente expeditas para evitar el acontecimiento de un perjuicio 

irremediable. En este caso será procedente la acción de tutela como mecanismo transitorio, mientras se 

resuelve el caso a través de la vía ordinaria”1. 

 

En cuanto al primer supuesto, se entiende que el mecanismo ordinario previsto por el 

ordenamiento jurídico para resolver un asunto no es idóneo, cuando, por ejemplo, no permite 

resolver el conflicto en su dimensión constitucional o no ofrece una solución integral frente al 

derecho comprometido. En este sentido, se ha sostenido que: 

 

“El requisito de la idoneidad ha sido interpretado por la Corte a la luz del principio según el cual 

el juez de tutela debe dar prioridad a la realización de los derechos sobre las consideraciones de 

índole formal.”3 

 

La aptitud del medio de defensa ordinario debe ser analizada en cada caso concreto, teniendo en 

cuenta, las características procesales del mecanismo, las circunstancias del peticionario y el 

derecho fundamental involucrado.4 

 

En relación con el segundo evento, la jurisprudencia constitucional ha establecido que la acción 

de tutela procede como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, cuando se 

presenta una situación de amenaza de vulneración de un derecho fundamental susceptible de 

concretarse y que pueda generar un daño irreversible.5 

 

Este amparo es eminentemente temporal, como lo reconoce el artículo 8 del Decreto 2591 de 

1991, en los siguientes términos: 

 

“En el caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la sentencia que su orden 

permanecerá vigente sólo durante el término que la autoridad judicial competente utilice para 

decidir de fondo sobre la acción instaurada por el afectado”. 

 

Para determinar la configuración de un perjuicio irremediable, en criterio de la corte, deben 

concurrir los siguientes elementos: (i) el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que está por 

suceder; (ii) las medidas que se requieren para conjurarlo han de ser urgentes, tanto por brindar 

una solución adecuada frente a la proximidad del daño, como por armonizar con las 

particularidades del caso; (iii) el perjuicio debe ser grave, es decir, susceptible de generar un 

detrimento transcendente en el haber jurídico de una persona; y la (iv) respuesta requerida por 

                                                      
1 Sentencias T-179 de 2003, T-500 de 2002, T-135 de 2002, T-1062 de 2001, T-482 de 2001, SU-1052 de 2000, T-815 
de 2000, T-418 de 2000, T-156 de 2000, T-716 de 1999, SU-086 de 1999, T-554 de 1998, T-384 de 1998 y T-287 de 
1995, Corte Constitucional. 
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vía judicial debe ser impostergable, o lo que es lo mismo, fundada en criterios de oportunidad y 

eficiencia a fin de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable.6 

 

En desarrollo de lo expuesto, en la Sentencia T-747 de 2008, se consideró que cuando el 

accionante pretende la protección transitoria de sus derechos fundamentales a través de la 

acción de tutela, tiene la carga de “presentar y sustentar los factores a partir de los cuales se 

configura el perjuicio irremediable, ya que la simple afirmación de su acaecimiento hipotético es 

insuficiente para justificar la procedencia la acción de tutela”. (Negrita y subrayado por fuera 

del texto original). 

 

EL DERECHO DE PETICIÓN 

 

El artículo 23 de la Constitución Política consagra el derecho que tienen todas las personas a 

presentar peticiones respetuosas por motivos de interés general o particular y a obtener pronta 

resolución. En desarrollo del texto superior, la Ley 1755 de 2015, reguló todo lo concerniente al 

derecho fundamental de petición, en los términos señalados en el Código de Procedimiento 

Administrativo y Contencioso Administrativo. 

 

La normatividad anterior consagra dos premisas: 

 

1- Presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular, y 

 

2- Obtener pronta resolución de sus peticiones. 

 

En reiterada jurisprudencia la Corte Constitucional, tales como en sentencias T-487 de 2017 y T-

077-18 se ha referido al derecho de petición, precisando que el contenido esencial de este 

derecho comprende: (i) la posibilidad efectiva de elevar, en términos respetuosos, solicitudes 

ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de tramitarlas; (ii) la 

respuesta oportuna, esto es, dentro de los términos establecidos en el ordenamiento jurídico, con 

independencia de que su sentido sea positivo o negativo; (iii) una respuesta de fondo o 

contestación material, lo que implica una obligación de la autoridad a que entre en la materia 

propia de la solicitud, según el ámbito de su competencia, desarrollando de manera completa 

todos los asuntos planteados (plena correspondencia entre la petición y la respuesta) y 

excluyendo fórmulas evasivas o elusivas. 

 

En sentencia C-418 de 2017, de la Corte reiteró que el ejercicio del derecho de petición se rige por 

las siguientes reglas y elementos de aplicación: 

 

“1) El de petición es un derecho fundamental y resulta determinante para la efectividad de los 

mecanismos de la democracia participativa. 

 

2) Mediante el derecho de petición se garantizan otros derechos constitucionales, como los 

derechos de acceso a la información, la libertad de expresión y la participación política. 

 

3) La respuesta debe satisfacer cuando menos tres requisitos básicos: (i) debe ser oportuna, es 

decir, debe ser dada dentro de los términos que establezca la ley; (ii) la respuesta debe resolver de 

fondo el asunto solicitado. Además de ello, debe ser clara, precisa y congruente con lo solicitado; y 

(iii) debe ser puesta en conocimiento del peticionario. 
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4) La respuesta no implica necesariamente la aceptación de lo solicitado, ni se concreta 

necesariamente en una respuesta escrita. 

 

5) El derecho de petición fue inicialmente dispuesto para las actuaciones ante las autoridades 

públicas, pero la Constitución de 1991 lo extendió a las organizaciones privadas y en general, a 

los particulares. 

 

6) Durante la vigencia del Decreto 01 de 1984 el término para resolver las peticiones formuladas 

fue el señalado por el artículo 6 del Código Contencioso Administrativo, que señalaba un término 

de quince (15) días para resolver, y en los casos en que no pudiere darse la respuesta en ese lapso, 

entonces la autoridad pública debía explicar los motivos de la imposibilidad, señalando además el 

término en el que sería dada la contestación. 

 

7) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver 

oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. En sentido concurrente, el silencio 

administrativo es prueba de la violación del derecho de petición. 

 

8) La falta de competencia de la entidad ante quien se plantea el derecho de petición no la exonera 

del deber de responder. 

 

9) La presentación de una petición hace surgir en la entidad, la obligación de notificar la 

respuesta al interesado”. 

 

La Corte ha expresado que una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la 

petición y satisface los requerimientos del solicitante, sin perjuicio, que la respuesta sea negativa 

a las pretensiones del peticionario; es efectiva si la respuesta soluciona el caso que se plantea 

(artículos 2, 86 y 209 de la C.P.); y es congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo 

pedido, de tal manera que la solución a lo pedido verse sobre lo preguntado y no sobre un tema 

semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de 

suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. 

 

Así pues, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte, la respuesta que se dé al 

peticionario debe cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos: (i) ser oportuna; (ii) resolver de 

fondo, en forma suficiente, efectiva y congruente con lo solicitado; (ii) ser puesta en conocimiento del 

peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional 

fundamental de petición. 

 

Ahora bien, respecto del derecho de petición en tutela, la Corte mediante la sentencia T-903 de 

2014 indicó que: 

 

“(...) la jurisprudencia constitucional ha entendido que cuando se trata de salvaguardar el 

derecho fundamental de petición, el ordenamiento jurídico no prevé un medio de defensa judicial 

idóneo ni eficaz distinto de la acción de tutela, motivo por el cual quien resulte afectado por la 

vulneración de este derecho puede acudir directamente a la acción de amparo constitucional”. 

 

De este modo, se tiene que, no existiendo otro instrumento judicial para proteger el derecho de 

petición, por tratarse de un derecho fundamental cuya aplicación es inmediata, el mecanismo 

más adecuado es la acción de tutela. 
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PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS 

JUDICIALES. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA. 

 

De la lectura del artículo 86 de la Constitución se desprende que el Constituyente de 1991 no 

realizó distinción alguna respecto de los ámbitos de la función pública en los cuales los derechos 

fundamentales podrían resultar vulnerados, por lo que resulta procedente contra los actos y las 

decisiones expedidas en ejercicio de la función jurisdiccional. 

 

Ha señalado la Corte que esa regla se deriva del texto de la Constitución en concordancia con la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos, los cuales establecen que toda persona podrá hacer uso de mecanismos judiciales 

 

ágiles y efectivos que los ampare contra la amenaza o violación de los derechos fundamentales, 

aun si esta se causa por quienes actúan en ejercicio de funciones oficiales1. 

 

Ahora bien, en la sentencia C-543 de 1992 la Corte declaró inexequibles los artículos 11 y 40 del 

Decreto Estatutario 2591 de 1991 que admitían la procedencia de la acción de tutela contra 

providencias judiciales. En esta decisión se consideró que, aunque los funcionarios judiciales son 

autoridades públicas, dada la importancia de principios como la seguridad jurídica, la cosa 

juzgada constitucional y la autonomía e independencia judicial, la procedencia de la acción de 

tutela era factible solo en relación con “actuaciones de hecho” que impliquen una grave 

vulneración a los derechos fundamentales. 

 

Posteriormente, la Corte acuñó el término “vía de hecho” para abordar el estudio de casos 

respecto de los cuales se advertía un proceder arbitrario que vulneraba derechos fundamentales 

por “la utilización de un poder concedido al juez por el ordenamiento para un fin no previsto en 

la disposición (defecto sustantivo), o en el ejercicio de la atribución por un órgano que no es su 

titular (defecto orgánico), o en la aplicación del derecho sin contar con el apoyo de los hechos 

determinantes del supuesto legal (defecto fáctico), o en la actuación por fuera del procedimiento 

establecido (defecto procedimental)”2 . 

 

El desarrollo de la procedencia excepcional de la acción de tutela contra providencias judiciales 

tuvo una nueva dimensión en la sentencia C-590 de 2005 a través de la cual la Corte declaró 

inexequible la expresión “ni acción”, contenida en el artículo 185 de la Ley 906 de 2004, que 

impedía ejercer la acción de tutela contra decisiones de casación en materia penal. 

 

Esta nueva dimensión abandonó la expresión “vía de hecho” e introdujo “criterios de procedibilidad 

de la acción de tutela contra decisiones judiciales”, los cuales fueron distinguidos como de carácter 

general y de carácter específico. Los primeros constituyen restricciones de índole procedimental 

o parámetros imprescindibles para que el juez de tutela aborde el análisis de fondo y fueron 

clasificados así: 

 

Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra decisiones judiciales son los 

siguientes: 

 

a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. Como ya se 

mencionó, el juez constitucional no puede entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y 

marcada importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que corresponde definir a 

otras jurisdicciones. En consecuencia, el juez de tutela debe indicar con toda claridad y de forma 
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expresa porqué la cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia 

constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes. 

 

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al 

alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio 

iusfundamental irremediable. De allí que sea un deber del actor desplegar todos los mecanismos 

judiciales ordinarios que el sistema jurídico le otorga para la defensa de sus derechos. De no ser 

así, esto es, de asumirse la acción de tutela como un mecanismo de protección alternativo, se 

correría el riesgo de vaciar las competencias de las distintas autoridades judiciales, de concentrar 

en la jurisdicción constitucional todas las decisiones inherentes a ellas y de propiciar un desborde 

institucional en el cumplimiento de las funciones de esta última. 

 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un 

término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración. De lo contrario, 

esto es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la 

decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las 

decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como 

mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos. 

 

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto 

decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales 

de la parte actora. No obstante, de acuerdo con la doctrina fijada en la Sentencia C-591-05, si la 

irregularidad comporta una grave lesión de derechos fundamentales, tal como ocurre con los 

casos de pruebas ilícitas susceptibles de imputarse como crímenes de lesa humanidad, la 

protección de tales derechos se genera independientemente de la incidencia que tengan en el 

litigio y por ello hay lugar a la anulación del juicio. 

 

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la 

vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso 

judicial siempre que esto hubiere sido posible. Esta exigencia es comprensible pues, sin que la 

acción de tutela llegue a rodearse de unas exigencias formales contrarias a su naturaleza y no 

previstas por el constituyente, sí es menester que el actor tenga claridad en cuanto al fundamento 

de la afectación de derechos que imputa a la decisión judicial, que la haya planteado al interior del 

proceso y que dé cuenta de todo ello al momento de pretender la protección constitucional de sus 

derechos. 

 

f. Que no se trate de sentencias de tutela. Esto por cuanto los debates sobre la protección de los 

derechos fundamentales no pueden prolongarse de manera indefinida, mucho más si todas las 

sentencias proferidas son sometidas a un riguroso proceso de selección ante esta Corporación, 

proceso en virtud del cual las sentencias no seleccionadas para revisión, por decisión de la sala 

respectiva, se tornan definitivas. 

 

Los segundos -requisitos específicos-, aluden a los yerros judiciales que se advierten en la 

decisión judicial y tornan inexorable la intervención del juez de tutela. Esos fueron denominados 

“causales especiales de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales”, y se explicaron en los 

siguientes términos: 

 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia 

impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello. 
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b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen 

del procedimiento establecido. 

 

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación 

del supuesto legal en el que se sustenta la decisión. 

 

d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas 

inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los 

fundamentos y la decisión. 

 

e. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de 

terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales. 

 

f. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar 

cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente 

en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional. 

 

g. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte 

Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley 

limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para 

garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho 

fundamental vulnerado. 

 

h. Violación directa de la Constitución. 

 

ANÁLISIS DEL CASO EN CONCRETO. 

 

Descendiendo al caso sub examine, se tiene que el señor BENIGNO YEPES DOMÍNGUEZ, a 

través de agente oficioso, instauró la presente acción constitucional en contra de JUZGADO 

CATORCE (14) CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA, por la presunta vulneración de su 

derecho fundamental al debido proceso. 

 

Lo anterior, en ocasión a que, “…el despacho de la distinguida juez CARMEN BEATRIZ BARROS 

LEMUS, Jueza del  JUZGADO CATORCE (14) CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA, está 

violando la Constitución y la ley y de allí el DEBIDO PROCESO, porque no es aceptable que haya 

retardado su decisión en forma omisiva, ya que conoció de la acción de tutela el día dieciséis (16) de junio 

del año 2021, la admitió y aceptó las respuestas del tutelado, e incluso permitió la intervención de 

supuestos dos representante legales, aceptó las mentiras, no protegió los derechos constitucionales y 

legales de mi padre BENIGNO YEPEZ DOMÍNGUEZ, hace caso omiso a la solicitud de desacato y 

termina desconociendo el deber que como administradora de la justicia le toca cumplir, fallando en contra 

del señor BENIGNO YEPEZ DOMÍNGUEZ el día DIECISÉIS DE MARZO del año 2.023…” 

 

De lo expuesto hasta ahora, da cuenta el despacho que la inconformidad que hoy se dirime, 

radica en la solicitud del actor en que sea cumplida a su favor la tutela que curso en el 

JUZGADO CATORCE (14) CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA, con respecto al derecho 

de petición, y que a través de un incidente de desacato, como así mismo lo indica la accionante, 

en fecha de 28 de abril del dos mil veintitrés, fue contestado, se indica a la parte accionante que, 

frente al derecho de petición, no se observa una vulneración a dicho derecho, teniendo en 

cuenta que no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición 

se vea obligado a definir favorablemente las pretensiones de la solicitante, razón por la cual 

se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad  no responde  al peticionario. 
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Esto quiere decir que la resolución a la petición, producida y comunicada dentro del trámite 

constitucional, aunque sea de contenido negativo, es decir, representa la satisfacción del 

derecho de petición.  

 

De igual manera, revisado el libelo probatorio se advierte que no existe defecto fáctico en 

latutela con radicación 00356-2021, la cual tuvo sentencia favorable para el actor 

Constitucional, quien presentó incidente de desacato, el cual fue resuelto mediante auto de 16 

de mayo de 2023, no existe vulneración alguna, razón por la cual queda desvirtuada cualquier 

vulneración injusta, caprichosa, arbitraria, voluntaria o imputable al funcionario judicial 

accionado. 

 

Así mismo, se indica que la acción de tutela no ha sido creada como una herramienta para 

subsanar la deficiencia o displicencias del solicitante en un contexto judicial, ni es una tercera 

instancia que permita revivir términos que se vencieron ante la inactividad de la persona 

interesada. 

 

No obstante, la acción de tutela sería procedente si la parte actora hubiera demostrado que el 

proceso le causa a ella, de manera individual y concreta, un daño específico y determinado, 

sobre un derecho fundamental y siempre que quedara claro que tal daño sólo puede ser evitado 

a través de la tutela. Esto, sin embargo, no resulta demostrado en el expediente. En efecto, la 

parte actora se limita a realizar consideraciones generales sobre los vicios que a su juicio tiene 

su despido, y sobre como tales vicios pueden afectar los derechos a la igualdad y el debido 

proceso. Empero, no se detiene a demostrar específicamente porque tales vicios la afectan 

concretamente a ella y comprometen hasta tal punto sus derechos fundamentales que la tutela 

resulta verdaderamente urgente. 

 

De este modo se puede concluir que la parte accionante, no aportó al proceso la certera 

demostración que los mecanismos ordinarios de defensa no son idóneos ni eficaces para 

garantizar la protección de sus derechos presuntamente vulnerados o amenazados, ni siquiera, 

ha desplegado las acciones tendientes a su consecución por las vías ordinarias, teniendo en 

cuenta que la acción de tutela por ser un mecanismo residual de protección de derechos 

fundamentales, no puede desplazar las vías ordinarias dispuestas por el legislador. Aunado a lo 

anterior el fallo de tutela ordenó la emisión de respuesta al interesado, de contenido negativo, 

 

Así las cosas, la solicitud de reintegro, pago de prestaciones sociales y sueldos dejados de 

percibir, a través del derecho de petición, que formula el actor, no resulta procedente por esta 

vía constitucional, al no estar prevista en la orden judicial emitida por el JUZGADO 

CATOROCE CIVIL  MUNICIPAL DE  BARRANQUILLA,  en consecuencia el ciudadano  

deberá acudir a la justicia ordinaria laboral, si mantiene su pretensión en ese sentido a fin de 

acreditar el contrato  realidad, para que a se determine es ese escenario idóneo, si hay lugar al   

reintegro y al reconocimiento de las prestaciones económicas. 

 

X. RESUMEN O CONCLUSIÓN 

 

Habida cuenta de las circunstancias fácticas y jurídicas que dieron lugar al ejercicio de la 

presente acción, tomando en cuenta la jurisprudencia previamente enunciada, y las 

consideraciones particulares de la situación puesta en conocimiento de esta agencia judicial, se 

denegará el amparo, por cuanto no se acreditó vulneración al derecho al debido proceso o 

medios de defensa y no demostrar un perjuicio irremediable. 
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Por lo expuesto, el Juzgado Tercero Civil del Circuito Mixto de Barranquilla, administrando 

justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

R E S U E L V E 

 

1. DENEGAR la presente acción constitucional instaurada por el ciudadano: BENIGNO YEPES 

DOMÍNGUEZ CC 8751314, a través de agente oficioso, en contra de JUZGADO CATORCE 

(14) CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA, de conformidad con lo expuesto en la parte 

motiva de este proveído. 

 

2. NOTIFÍQUESE está providencia por el medio más expedito, es decir, por medio del correo 

electrónico ccto03ba@cendoj.ramajudicial.gov.co.  

 

3. En caso de no ser impugnado el presente fallo, por secretaria envíese a la Corte 

Constitucional, para su eventual revisión. Una vez sea devuelta, archívese. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

LINETH MARGARITA CORZO COBA 

JUEZA 
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